
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / REQUISITOS / DILACIÓN INJUSTIFICADA DE LA CALIFICACIÓN.
… en lo que toca con la procedencia de la acción de tutela en este tipo de asuntos, es necesario recodar lo que sobre ese aspecto ha explicado la Corte Constitucional: (…)
“… la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez…” (…)
… en este tipo de asuntos, relacionados con la presunta vulneración del derecho fundamental a la seguridad social, derivado de la falta de realización de la calificación por pérdida de capacidad laboral, la jurisprudencia ha establecido que “Atendiendo a la importancia del derecho que tienen las personas dentro del Sistema de Seguridad Social de recibir una calificación de su pérdida de capacidad laboral y la incidencia de ésta para lograr la obtención de prestaciones económicas y asistenciales, de las cuales dependan los derechos fundamentales a la seguridad social o al mínimo vital, se considera que todo acto dirigido a dilatar o negar injustificadamente su realización, es contrario a la Constitución y al deber de protección de las garantías iusfundamentales en que ella se funda…”
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la entidad accionada contra la sentencia del 4 de febrero último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Carlos Fernando García Herrera inició frente a Colpensiones.

 


ANTECEDENTES
  



Por conducto de agente oficiosa, Carlos Fernando García Herrera, acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud y vida que considera conculcados por la entidad accionada.





Informó, en síntesis, que debido a un infarto cerebral padece de inmovilidad y ceguera, problemas que lo llevan a ser dependiente de otras personas para realizar sus necesidades mínimas. 

  



El 22 de febrero del 2018 presentó por primera vez, ante Colpensiones, una solicitud para que se le realizara la calificación por pérdida de capacidad laboral, frente a lo cual la entidad solicitó allegar la historia clínica y algunos exámenes, los que fueron aportados.





El 22 de junio requirió nuevamente al fondo pensional para que adelantara la calificación deprecada y, mediante oficio del 28 de junio de ese mismo año, se le requirió para que arrimara la historia clínica y otra vez exámenes, algunos de los cuales ya había llevado.





El 17 de diciembre siguiente solicitó nuevamente la calificación, pero el 21 de diciembre Colpensiones le exigió nuevamente la historia clínica y más exámenes. 





Se queja de que lleva más de un año pidiendo se le realice la calificación por pérdida de capacidad laboral, sin que a la fecha hubiera sido valorado, ya que la accionada le exige documentos que ya han sido aportados, o en cada solicitud requiere unos nuevos, dilatando injustificadamente la calificación.  




Informa que se encuentra incapacitado para laborar, depende completamente de la ayuda de otras personas para suplir sus necesidades básicas y que carece de recursos necesarios para asumir el costo de la calificación ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez.





Pidió, por tanto, ordenar a  Colpensiones en un término perentorio calificar su pérdida de capacidad laboral; además que esa valoración se realice con la documentación, historia clínica y exámenes aportados que reposan en dicha entidad.  
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días a todos los Directores de Medicina Laboral de Colpensiones, que en su momento dieron contestación a las solicitudes del accionante, es decir a Adriana Sarmiento Nicholls, Víctor Hugo Suárez Pabón e Ingrid Carolina Ariza Cristancho, también citó a la Gerencia de Defensa Judicial, a la Dirección de Acciones Constitucionales, a la Presidencia de la misma entidad y a Medimás EPS. 





El representante legal de la EPS vinculada manifestó que la respuesta a las pretensiones del accionante no es del resorte de esa entidad, con lo cual se configura una falta de legitimación en la causa por pasiva; en tal virtud solicitó su desvinculación.  





Sobrevino la sentencia de primer grado que amparó los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital y a la dignidad humana del accionante. En consecuencia, le ordenó a los funcionarios convocados de Colpensiones informar, de manera definitiva, los exámenes que requiere el señor García Herrera para la valoración de pérdida de capacidad laboral, absteniéndose de solicitar los que ya hubiera aportado; y que en el término de 15 días, contados a partir de la recepción de dicha documentación, proceda a emitir la calificación de pérdida de capacidad laboral deprecada. 
  



Para así decidir expuso que Colpensiones ha dilatado injustificadamente el trámite de la valoración resaltando que el actor es una persona en estado de debilidad manifiesta. 




Impugnó la directora de acciones constitucionales de Colpesiones, para informar que con oficio del 2 de febrero del año que avanza se dio contestación de fondo a la reclamación del accionante, consecuencia de ello solicitó declarar la carencia actual de objeto por hecho superado. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Carlos Fernando García Herrera, hizo valer su derecho fundamental a la seguridad social, comoquiera que según denunció, Colpensiones viene dilatando desde el 22 de febrero del año 2018, la realización de la calificación de su pérdida de capacidad laboral, requiriéndole repetidamente documentos que ya aportó y que hacen parte de su historia clínica. 





Preliminarmente, debe señalarse que la legitimación en la causa por activa es clara, en la medida en que en escrito introductorio se explicaron los motivos por los cuales se hace uso de la agencia oficiosa y para el efecto se acreditó, con la historia clínica, que el señor Carlos Fernando García Herrera, está imposibilitado para acudir de manera personal ante la judicatura porque presenta, entre otros diagnósticos un “PRONÓSTICO DE RECUPERACIÓN RESERVADO DADO Q PASADOS 6 MESES PERSISTE CON AFASIA NO FLUIDA Y HEMIPARESIA ESPASTICA SEVERA Q LE LIMITA DEAMBULAR Y ALCANZAR EL BIPEDO DE MANERA AUTÓNOMA AL TIEMPO QUE REQUIERE DE UN CUIDADOR PERMANENTE”
. 





Por pasiva, sin embargo, en la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de Colpensiones, la carga a imponer recaería, en forma exclusiva, en la Dirección de Medicina Laboral. 




Tal circunstancia se verifica, en las contestaciones ofrecidas por la entidad
; en ese orden de ideas, la citada dependencia, sería la llamada a responder por el derecho reclamado, no así el resto de los funcionarios convocados. Si se lee el acuerdo 131 del 2018 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, en especial, lo que indica el numeral 4.3.2.2 en su artículo 4º, acorde con lo requerido en la demanda, se tiene que corresponde a aquella Dirección 
  



4.3.2.2. Adelantar las actividades necesarias para la calificación en primera oportunidad de la pérdida de la capacidad laboral, de acuerdo con la normatividad vigente.
Por ello, si en primera sede se estimaron conculcados los derechos fundamentales del actor, la orden debió impartirse excluisvamente contra la citada dependencia. 

Por otra parte, en lo que toca con la procedencia de la acción de tutela en este tipo de asuntos, es necesario recodar lo que sobre ese aspecto ha explicado la Corte Constitucional: 


“3.1. Como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta y al 6 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra su carácter subsidiario, que tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en diversa jurisprudencia, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes implicaciones: i) Que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado; ii) Que aún existiendo otras acciones, éstas no sean eficaces o idóneas para la protección del derecho; o iii) Que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.


3.1.1. En el mismo orden de desarrollo, la Corte ha objetado la valoración genérica del medio de defensa ordinario, pues ha considerado que en abstracto cualquier mecanismo judicial puede considerarse eficaz, dado que la garantía mínima de todo proceso es el respeto y la protección de los derechos constitucionales de los asociados. Por esta razón, la jurisprudencia ha establecido que la eficacia de la acción ordinaria solo puede prodigarse en atención a las características y exigencias propias del caso concreto, de modo que se logre la finalidad de brindar plena y además inmediata protección a los derechos específicos involucrados en cada asunto.

(…)


En efecto, la calificación por pérdida de capacidad laboral constituye una prestación derivada del sistema de seguridad social, y los eventuales conflictos que puedan surgir entre las entidades que, según el articulo 41 de la Ley 100 de 1993, se encuentran obligadas a emitir tal dictamen y el afiliado que lo solicita- porque aquellas lo niegan o lo retardan-, son ejemplos típicos que corresponde conocer a la jurisdicción laboral y de la seguridad social, según la regla de competencia definida por el artículo 2 del Estatuto Procesal del Trabajo.


3.2.1. Anotado esto, la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez, debiendo además, afrontar una situación de desempleo por su misma discapacidad que le impide desempeñarse laboralmente en condiciones normales, y paraliza cualquier ánimo contractual de los empleadores.


Visto así, no se trata en este caso de un debate en torno a la estricta idoneidad del medio judicial principal, pues la acción ordinaria en el asunto estudiado es idónea en orden a proteger los derechos alegados y puede asegurar los mismos efectos que se lograrían con la tutela. El punto que cobra importancia, y del que se deriva la procedibilidad definitiva de esta acción constitucional frente a otros medios de defensa, es precisamente que estos no son lo suficientemente expeditos frente a la situación particular del accionante, que sin contar con otros medios económicos y estando discapacitado, demanda una protección inmediata.”

Según la historia clínica que se anexó al amparo
, el demandante padece, entre otras patologías, de “SECUELAS DE INFARTO CEREBRAL”; que, según se apuntó y se acreditó con la documentación clínica anexada, le impiden la normal realización de las labores básicas, circunstancias que, a juicio de la Sala, hacen procedente el amparo, habida cuenta de que resultaría desproporcionado que tuviera que someterse a un proceso ante la jurisdicción ordinaria, en el que tendría que prorrogar largamente la resolución del caso.    

Con esas preliminares y absuelta la procedibilidad del trámite, es preciso, para el análisis, recordar que en este concreto asunto, según se informó en el escrito introductorio y tal como se puede ver en la foliatura, al accionante le han dado contestación oportuna a cada una de las peticiones que ha radicado con el objeto de que se le realice la valoración por pérdida de capacidad laboral
; esa circunstancia conduce a pensar que, en principio, el derecho fundamental de petición se encuentra a salvo, porque ciertamente, los requerimientos que realiza Colpensiones para que se aporte documentación necesaria para la realización de la valoración, están a tono con lo establecido en el artículo 17 de la ley 1755 del 2015 que regula lo que atañe con el trámite que debe dársele a las peticiones incompletas.
Sin embargo, en este tipo de asuntos, relacionados con la presunta vulneración del derecho fundamental a la seguridad social,  derivado de la falta de realización de la calificación por pérdida de capacidad laboral, la jurisprudencia ha establecido que “Atendiendo a la importancia del derecho que tienen las personas dentro del Sistema de Seguridad Social de recibir una calificación de su pérdida de capacidad laboral y la incidencia de ésta para lograr la obtención de prestaciones económicas y asistenciales, de las cuales dependan los derechos fundamentales a la seguridad social o al mínimo vital, se considera que todo acto dirigido a dilatar o negar injustificadamente su realización, es contrario a la Constitución y al deber de protección de las garantías iusfundamentales en que ella se funda.” 
 (Se destaca).
Por ello es que sería inviable entender que el peticionario ha desistido de su solicitud, tal como lo dispone el tercer inciso del citado canon, en el caso de que omita aportar la documentación que repetidamente le requiere el fondo pensional, porque se itera, no es el objeto de la presente verificar exclusivamente lo sucedido con los derechos de petición que radicó, al tenor de la norma adjetiva que regula esa prerrogativa. 
Ahora bien, sabido es que Colpensiones es una de las entidades encargadas de determinar, en una primera oportunidad, la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de las contingencias de los afiliados a su cargo al Sistema General del Seguridad Social, ello de conformidad con el artículo 142 del decreto 019 del 2012; y también que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática al reiterar que es deber de esas entidades hacer uso de sus facultades para adelantar las gestiones necesarias para obtener los exámenes, pruebas, valoraciones y/o revisiones especializadas con el fin de determinar con claridad, la incidencia del diagnóstico del accionante en su pérdida de la capacidad laboral
.
De ahí que fue acertada la decisión de primera instancia, en la medida que es claro que las exigencias que Colpensiones le impuso al accionante son barreras administrativas sin justificación legítima, en la medida que él se encuentra en una manifiesta situación de indefensión, circunstancia que impide deducir que con el nuevo y repetido requerimiento emitido el 2 de febrero de este año
, se ha superado el hecho que amenaza sus derechos fundamentales, tal como se afirmó en la impugnación, porque por el contrario, las particulares condiciones del actor le imponen a la administradora de pensiones, el deber de adelantar los trámites pertinentes para materializar la calificación reclamada. 




Corolario de lo expuesto, sin que haya lugar a adicionales consideraciones se prohijará sentencia impugnada pero se hará una pertinente modificación en la parte resolutiva, específicamente en el numeral segundo, para impartir la orden, de manera que se garantice la materialización de la práctica de la valoración deprecada, tal como en casos de similares contornos, lo ha hecho esta Colegiatura
-
-
.




En tal virtud, recalcando lo ya explicado sobre legitimación en la causa por pasiva que le asiste, en forma exclusiva, a la Dirección Laboral de Medicina Laboral de Colpensiones, se le ordenará a esa dependencia adelantar, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante Medimás EPS, aseguradora a la cual se encuentra afiliado el accionante
, para que le sean practicados todos los exámenes requeridos y, en todo caso, materializar calificación sobre la pérdida de su capacidad laboral.





Por la misma razón, se adicionará el fallo para absolver a las demás dependencias que fueron citadas al asunto.

 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 4 de febrero del 2019, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que, por medio de agente oficiosa, inició Carlos Fernando García Herrera, frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, con excepción del numeral dos que se MODIFICA y en su lugar quedará así: 




Se ORDENA al Director de Medicina Laboral de Colpensiones, en el lapso de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, adelantar las gestiones necesarias ante Medimás EPS, para someter al demandante a los exámenes requeridos y, en todo caso, materializar la calificación de su pérdida de capacidad laboral, lo cual deberá ocurrir en un plazo máximo de un (1) mes.  




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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